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Revisado el expediente, se observa que el apoderado del Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario INPEC, allega escrito en el que solicita el levantamiento de las medidas 
cautelares al considerar que sus cuentas son inembargables (fls 22 a 27). 

Pues bien, en lo que respecta al levantamiento del embargo, el artículo 597 del Código 
General del Proceso, determina: 

"Artículo 597. Levantamiento del embargo y secuestro. Se levantarán el embargo 
y secuestro en los siguientes casos: 

Si se pide por quien solicitó la medida, cuando no haya litisconortes o terceristas; si • 
los hubiere, por aquel y estds, y si se tratare de proceso de sucesión por todos los 
herederos reconocidos y el cónyuge o compañero permanente. 

Si se desiste de la demanda que originó el proceso, en los mismos casos del numeral 
anterior. 
3. Si el demandado presta caución para garantizar lo que se pretende, y el pago de las 
costas. 

Si se ordena la terminación del proceso ejecutivo por la revocatoria del mandamiento 
de pago o por cualquier otra causa. 

Si se absuelve al demandado en proceso declarativo, o este termina por cualquier 
otra causa. 

Si el demandante en proceso declarativo no formula la solicitud de que trata el 
inciso primero del artículo 306 dentro de los treinta (30) días siguientes a la ejecutoria 
de la sentencia que contenga la condena. 

Si se trata de embargo sujeto a registro, cuando del certificado del 'registrador 
aparezca que la parte contra quien se profirió la medida no es la .titular del dominio del 
respectivo bien, sin perjuicio de lo establecido para la efectividad de la garantía 
hipotecaria o prendaria. 

Si un tercero poseedor que no estuvo presente en la diligencia de secuestro solicita al 
juez del conocimiento, dentro de los veinte (20) días siguientes -a la.  práctica de la 
diligéncia, si lo hizo el juez de conocimiento o a la notificación del auto que ordena 
agregar el despacho comisorio, que se declare que tenía la posesión material del bien al 
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tiempo en que aquella se practicó, y obtiene decisión favorable. La solicitud se 
tramitará como incidente, en el cual el solicitante deberá probar su posesión. 
También podrá promover el incidente el tercero poseed' or que haya estado presente en 
la diligencia sin la representaOión de apoderado judicial. Pero el término para hacerlo 
será de cinco (5) días. 
Si el incidente se decide desfavorablemente a quien lo promueve, se impondrá a este 
una multa de cinco (5) a veinte (20) salarios mínimos mensuales. 

Cuando exista otro embargo o secuestro anterior. 
Cuando pasados cinco (5) arios a partir de la inscripción de la medida, no se halle 

el expediente en que ella se decretó. Con este propósito, el respectivo juez fijará aviso 
en la secretaría del juzgado por el término de veinte (20) días, para que los interesados 
puedan ejercer su derechos. Vencido este plazo, el juez resolverá lo pertinente. 
En los casos de los numerales 1, 2, 9 y 10 para resolver la respeCtiva solicitud no será 
necesario que se haya notificado el auto admisorio de la demanda o el mandamiento 
ejecutivo. 
Siempre que se levante el embargo o secuestro en los casos de los numerales 1, 2, 4,5 y 
8 del presente artículo, se condenará de .oficio o a solicitud de ,parte en costas y 
perjuicios a quienes pidieron tal medida, salvo que las partes convengan otra cosa. 
En todo momento cualquier interesado podrá pedir que se repita el oficio de 
cancelación de medidas caútelares. 

Cuando el embargo recaiga contra uno de los recursos públicos señalados en el  
artículo 594, y este • produzca insostenibilidad fiscál o presupuestal del ente 
demandado, el Procurador General de la Nación, el Ministro del respectivo ramo, el 
Alcalde, el Gobernador o el Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado, podrán solicitar su levantamiento. - 	 • 
Parágrafo. Lo previsto en los numerales 1, 2, 5, 7 y 10 de este artículo también se 
aplicará para levantar la inscripción de la demanda." 

Conforme la actuación surtida y en atención a la norma transcrita es claro que la única 
circunstancia actual para encausar la solicitud de la entidad demandada INPEC es la 
.consagrada en el numeral 11 que señala que solo podrán solicitar -el levantamiento del 
embargo el Procurador General de la Nación, el Ministro del respectivo ramo, el Alcalde, 
el Gobernador o el Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, esto 
siempre y cuando el embargo recaiga contra uno de los recursos públicos señalados.en el 
artículo 594 ibídem, y este produzca insostenibilidad fiscal o presupuestal del ente 
demandado, lo cual no ocurre en el sub examine. 

Ahora bien, atendiendo lo expuesto se advierte que la inembargabilidad de recursos que 
se pone de presente en la petición allegada al plenario no impide la aplicación de la 
misma, y así lo ha determinado la H. Corte Constitucional; en Sentencia C-1154 de 2008, en 
la que se efectuó el estudio de la inembargabilidad de los recursos públicos, estableciendo, 
con fundamento en la efectividad de derechos constitucionáles, unas excepciones a dicha 
regla general, veamos: 

"(...) 4.3.- En este panorama, el Legislador ha adoptado como regla , general la 
inembargabilidad de los recursos públicos consagrados en el Presupuesto 
General de la Nación. Pero ante la necesidad de armonizar esa cláusula con los 
demás principios y derechos reconocidos en la Constitución, la jurisprudencia ha 
fijado álgunas reglas de excepción, pues no puede perderse de vista que el 
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postulado de la prevalencia del interés general también comprende el deber de proteger . 
y asegurar la efectividad de los derechos fundamentales de cada persona 
individualmente considerada. 

4.3.1.- La primera excepción tiene que ver con la necesidad de satisfacer créditos u 
obligaciones de origén.  laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo en 
condiciones dignas y justas. Al respecto, en la Sentencia C-546 de 1992, la Corte 
declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 16 de la Ley 38 de 1989 
(inembargabilidad de rentas y recursos del Presupuesto General de la Nación), en el 
entendido de que 'en aquellos casos en los cuales la efectividad del pago de las 
obligaciones dinerarias a cargo del Estado surgidas de las obligaciones laborales, solo 
se logre mediante el embargo de bienes y rentas incorporados al Presupuesto de la 
nación, este será embargable en los términos del artículo 177 del Código Contencioso 
Administrativo. 

4.3.2.- La segunda regla de excepción.  tiene que ver con el pago de sentencias 
judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos 
reconocidos en dichas providencias. Así fue declarado desde la Sentencia C-354 de 
1997. donde la Corte declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 19 del 
Decreto 111 de 1996 (inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación), 'bajo 
el entendido de que los créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias 
o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante,elprocedimíento que 
indica la norma acusada y que transcurridos 18 meses después de que ellos sean• 
exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos del presupuesto -en - 
primer luga'r los destinados 'al pago ,de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de 
esta clase de títulos- y sobre los- bienes de las entidades u órganos respectivos. 

4.3.3.- Finalmente, la tercera excepción a la cláusula de inembargabilidad del 
Presupuesto General de ,la Nación, se origina en los títulos emanados del Estado 

, que reconocen una obligación clara, expresa y exigible. En la Sentencia C-103 de 
1994 la Corte declaró la constitucionalidad condicionada de varias normas del Código 
de Procedimiento Civil relativas a la ejecución contra entidades de derecho público y la 
inembargabilidad" del Presupuesto General de la Nación. (..)" (Negrilla fuera del 
texto original). 

También, en sentencia del 15 de diciembre de 2017, la Sección Primera del Consejo de 
Estadol, al definir una acción de tutela presentada en contra del Juzgado Once 
Administrativo Oral del Circuito de Medellín que negó una medida cautelar, tuteló los 
derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, 
ordenando proveer sobre la. medida cautelar, para lo cual en sus consideraciones señaló a 
título de conclusión: 

"De lo anterior resulta claro para la Sala que el principio de inembargabilidad de los 
recursos públicos siempre ha estado presente en nuestro ordenamiento jurídico, pues' la 
Corte Constitucional no lo ha expulsado, sino que, por el contrario, "ha encontrado 

1  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Consejera ponente: María 
Elizabeth García González, 15-de diciembre de 2017, Radicación número'. 05001-23-33-000-2017-01532-01(AC) 
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justificada dicha prohibición pero siempre condicionada a las excepciones previstas en 
su jurisprude neia que sigue vigente y enteramente aplicable. Asimismo, se destaca que 
aunque la Corte se hubiese declarado inhibida para pronunciarse :respecto de la 
inconstitucionalidad del parágrafo 2 del artículo 195 del CPACA ¡los numerales 1, 4 
y el parágrafo del artículo 594 del CGP, los cuales introducen nuevamente la regla de 
inembargabilidad, dejó claro que la interpretación de dicha normativa debía efectuarse 
a la luz de su jurisprudencia reiterada, pacífica y uniforme sobre el asunto en cuestión. 

En un asunto similar al aquí estudiado, la Sección Segunda de esta Corporación, al 
conocer el recurso de apelación interpuesto por el actor contra el auto que denegó la 
medida cautelar solicitada, consistente en el embargo de los recursos que el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio tuviese depositado en una serie de 
entidades financieras, precisó que tanto la legislación oliente, como la jurisprudencia 
constitucional, establecen que la prohibición de embargar recursos públicos, debe ceder 
ante la satisfacción de obligaciones de estirpe laboral, derivadas de sentencias judiciales 
o cuando constén en títulos emanados de la Administración, eventos en los cuales se 
puede acudir ante un Juez de la República para perseguir su pago, siempre y cuando la 
deudora no hubiese adoptado las medidas para satisfacerlos en los términos del artículo 
192 del CPACA o 177 del CCA, según corresponda. Para el efecto, adujo lo siguiente: 

"[...:1 En' suma; tanto la legislación vigente como la jurisprudencia coñstitucional que 
la ha depurado establecen que, no obstante el principio de inembargabilidad de los 
recursos públicos sirve de base para el desarrollo del Estado social de derecho, su 
aplicación cede cuando de satisfacer ciertas obligaciones se trata, puntualmente si estas 
son de estirpe laboral, se derivan de sentencias judiciales o constan en títulos 
emanados de la Administración. 

Por ello, en el evento de acudir ante un juez de la República para perseguir el pago de 
esa gama de créditos, los recursos del presupuesto general podrán sustraerse del 
patrimonio de la Nación, en igual medida a otros bienes preliminarmente 
inembargables, cuando la entidad deudora no haya adoptado las medidas necesarias 
para satisfacerlos en los términos de. los artículos 192 del CPACA o 177 del CCA, 
según corresponda, salvo cuando el crédito sea de naturaleza contractual, caso en e,I 
que se aplicarán los términos del contrato. 

En conclusión, frente a eventos relacionados con la satisfacción de créditos u 
obligaciones de carácter laboral, así como aquellos derivados de contratos 
estatales y los reconocidos en fallos• judiciales, el principio general de 
inembargabilidad de los recursos públicos pierde su supremacía, pues su 
afectación es necesaria para . hacçr efectivos otros principios de orden 
fundamental como la igualdad, la dignidad humana y el derecho al trabajo, 
cuya garantía también corre por cuenta del Estado [...1"2. 

2  Auto de 21 de julio de 2017 (Expediente 2007-00112-02: C.P. Carmelo Perdom.o Cuéter). Esta postura fue 
reiterada por la misma sección en sentencia del 21 de junio del 2018. Consejera ponente: María Elizabeth 
García González, 21 de junio de 2018. Radicación número: 170Q1-23-33-000-2018-00163-01(AC) 
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En la misma dirección, en reciente pronunciamiento y en un caso similar a que aquí nos 
ocupa, el Consejo de estado, Sección Tercera, sobre la medida cautelar de embargo, 
señaló: 

"(...) tratándose de la ejecución que se adelante para el cobro de una sentencia judicial 
la aplicación del parágrafo segundo del artículo 195 del CPACA, no impide el embargo 
de los recursos que pertenezcan al presupuesto General de la Nación y que se 
encuentren depositados en cuentas corrientes o de ahorros abiertas pbr la s entidades 
públicas obligadas al pago de la condena, aspecto precisado con toda claridad por el 
artículo 2.8.1.6.1.1 del Decreto :1068 de 2015, «por medio del cual se expide el 
Decreto Único Reglamentario del Sector Hacienda y Crédito Público».. 

La citada norma reglamentaria clarifica los límites de la embargabilidad de los 
recursos del Presupuesto General de la Nación, así: 

La prohibición del parágrafo 2 del artículo 195 del CPACA se refiere a los rubros del 
presupuesto destinados al pago de sentencias y conciliaciones y al Fondo de 
Contingencias. 
También_ son inembargables las cuentas corrientes o de ahorros abiertas 
exclusivamente a favor de la Nación - Dirección General de Crédito Público y 
Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
Por el contrario, pueden ser objeto de embark o las cuentas corrientes y de ahórros 
abiertas por las entidades públicas que reciban recursos del Presupuesto General 
de la Nación, cuando se trata del cobro ejecutivo de sentencias o conciliaciones. 

De acuerdo con lo anterior, encuentra la -Sala que la cautela dispuesta por el 
Tribunal es procedente en la medida que: (i) se trata de un proceso ' ejecutivo 
pro-movido para obtener el pago de una suma reconocida en una sentencia de la 
jurisdicción contencioso administrativa; y (ii) la orden de embargo está dirigida a las 
sumas de dinero que llegare a tener depositada la Nación - Ministerio de Defensa - en 
cuentas de ahorro o corriente, sin que con ello desconozcan las prohibiciones legales en 
relación c'on la embargabilidad de dineros de las entidades públicas. 

15.- Advierte la Sala que en el auto que decreta el embargo, si bien el Tribunal hizo 
- referencia ala prohibición del artículo 195 del CPACA respecto del embargo de ciertos 

recursos, omitió hacer referencia al artículo 2.8.1.6.1.1 del Decreto 1068 de 2015, 
razón por la cual se hará esta precisión. 

RESUELVE 

PRIMERO.- CONFIRMAR el auto del 29 de noviembre de 2018 proferido por el 
Tribunal Administrativo de Norte de Santander mediante el cual se ordenó el embargo 
de los dineros del Ministerio de Defensa depositados en cuentas corrientes, de ahorro o 
cualquier otro título financieros, con la precisión de que podrán ser objeto de 
embargo las cuentas corrientes y de ahorros abiertas por las entidades públicas 
que reciban recursos del Presupuesto General de la Nación, salvo: i) lo establecido en 
el parágrafo del artículo 2.8.1.6.1.1 del Decreto, 1068 de 2015, esto es, los recursos 
depositados por la Nación en cuentas abiertas exclusivamente a favor de la Nación - 
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Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público en el Banco de la República o en cualquier otro establecimiento de 
crédito y; II) los rubros del presupuesto destinados al pago de sentencias y 
conciliaciones y al Fondo de Contingencias, en los términos del parágrafo segundo del 

artículo 195 del CPACA."3  

En ese orden, toda vez que el principio de inembargabilidad nó es absoluto, y pudiéndose 
decretar y efectuar esta medida, contra el presupuesto público cuando existen títulos, 
emanados de entidades del "Estado que reconozcan una obligación clara, expresa y 
exigible, tal y como ocurre en el presente caso, las entidades bancarias en primer lugar 
deberán embargar dineros destinados al pago de sentencias o conciliaciones y, 
posterionnente, en el evento de que los primeros no alcancen o no existan, se tomaran los 

recursos de libre destinación. 

Las anteriores posturas de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado fueron 
acogidas por la Sala Plena del Tribunál Administrativo del Meta en providencia unificada 

de117 de, enero de 20194. 	• 

De esta manera y atendiendo la jurisprudencia transcrita se determina con claridad que, la 
excepción de inembargabilidad opera en el evento en 'que el título ejecutiva sea una 

sentencia judicial, y como en el sub lite la obligación recae precisamente sobre una la 

sentencia declarativa, se denegará la solicitud efectuada. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: NO ACCEDER a la solicitud de levantamiento del embargo presentada por el 
apoderado del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, por lo expuesto en la 

parte motiva de esta providencia 

SEGUNDO: Ejecutoriada la presente decisiÓn, ingrésese nuevamente al Despacho para 

proferir sentencia, conservando el turno asignado en su momento. 

NOTIFÍQUESE 'Y CÚMPLASE • 

3  CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CO TENCIOSO ADMENISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. 
,SUBSECCIÓN B. Consejero ponente: MARTÍN ERMÚDEZ MUÑOZ. Bógotá, D.C., veinticuatro (24) de 
octubre de dos mil diecinueve (2019). Radicación número: 54001-23-33-000-2017-00596-01(63267) 	. 
4  Tribunal Administrativo del Meta. Sala Plena. Magistrado Ponente: Carlos Enrique Ardila Obando. 17 de 
enero de 20191. Radicado 50 001 33 33 003 2017 00137 01. 
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